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la presente Resolución, provienen de las plazas fiscales 
creadas mediante Resolución de Junta de Fiscales 
Supremos Nº 009-2020-MP-FN-JFS de fecha 24 de 
febrero de 2020, las cuales tienen carácter transitorio.

Artículo Tercero.- Facultar a la señora Fiscal de la 
Nación la distribución, redistribución y/o conversión de las 
plazas fiscales de las fiscalías involucradas en la presente 
resolución, de acuerdo a las necesidades y requerimientos 
del servicio.

Artículo Cuarto.- Disponer que la Gerencia General 
del Ministerio Público adopte las acciones pertinentes 
para el cumplimiento de la presente Resolución.

Artículo Quinto.- Hacer de conocimiento la presente 
Resolución, a la Junta Nacional de Justicia, Presidencia 
del Poder Judicial y de la Corte Suprema de Justicia, 
Coordinación Nacional de las Fiscalías en Prevención 
del Delito, Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores 
del Distrito Fiscal de Lima Este, Gerencia General, 
Oficina General de Potencial Humano, Oficina General 
de Planificación y Presupuesto y Oficina de Registro y 
Evaluación de Fiscales.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

ZORAIDA AVALOS RIVERA
Fiscal de la Nación
Presidenta de la Junta de Fiscales Supremos

1867018-1

Disponen en los 34 distritos fiscales del 
país la recepción de denuncias de violencia 
contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar a través de mensajería 
instantánea y otros medios tecnológicos

RESOLUCIÓN DE LA FISCALÍA DE LA NACIÓN
Nº 672-2020-MP-FN

Lima, 29 de mayo de 2020

VISTO Y CONSIDERANDO:

La ley Nº 30364, Ley para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra las Mujeres y los Integrantes 
del Grupo Familiar, consagra como principios rectores de 
la actuación del Estado y, por tanto, de los operadores de 
justicia, los inherentes a la debida diligencia, intervención 
inmediata y oportuna, sencillez de los trámites, 
procedimientos y procesos a los que hubiera lugar en aras 
de garantizar a las víctimas el respeto irrestricto de sus 
derechos fundamentales, así como el abordaje inmediato 
de los hechos de violencia y el otorgamiento de medidas 
de protección eficaces y oportunas.

El Ministerio Público comprometido con los 
principios de la ley Nº 30364 y los deberes asumidos 
por el Estado Peruano en calidad de garante de 
instrumentos internacionales de derechos humanos 
como la Convención sobre la Eliminación de toda 
forma de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) y la 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia Contra la Mujer (Belem do Para), 
mediante Resolución Nº 166-2019-MP-FN, asumió 
como política institucional la atención prioritaria de los 
casos de violencia contra las mujeres y los integrantes 
del grupo familiar, lo que implica la efectividad de la 
titularidad de la acción penal, así como la dirección 
diligente y comprometida de las investigaciones a que 
hubiera lugar, siendo necesario agilizar y flexibilizar los 
canales de comunicación entre las víctimas y las fiscalías 
de turno utilizando para ello los medios tecnológicos de 
mayor uso en la actualidad.

En el marco de la Emergencia Sanitaria a Nivel 
Nacional, y con el objeto de evitar la propagación del 
COVID-19, que pone en riesgo la salud e integridad de las 
personas dado sus efectos y alcances nocivos, el gobierno 
peruano, a través del Decreto Supremo Nº 044-2020-
PCM, de fecha 15 de marzo de 2020, declaró el Estado 
de Emergencia Nacional por el plazo de quince (15) días 

calendario, y dispuso el aislamiento social obligatorio, 
por las graves circunstancias que afectan la vida de la 
Nación, el mismo que se prorrogó a través de los Decretos 
Supremos Nº 051-2020-PCM, Nº 064-2020-PCM, Nº 075-
2020-PCM, Nº 83-2020-PCM, y Nº 094-2020-PCM, de 
fecha 23 de mayo de 2020 que dispone la prórroga del 
Estado de Emergencia Nacional por el término de treinta 
y siete (37) días calendario, a partir del 25 de mayo hasta 
el 30 de junio de 2020.

Las citadas normas establecen que las entidades 
del Sector Público de cualquier nivel de gobierno deben, 
entre otros, implementar o habilitar la virtualización de 
trámites, servicios u otros, lo cual resulta coherente con la 
necesidad de atención célere de las víctimas de violencia, 
más aún las recomendaciones de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos materia de la Resolución 1/2020 
“Pandemia y Derechos Humanos en las Américas”, que 
exige a los Estados fortalecer los servicios de respuesta a 
la violencia de género, en particular la violencia intrafamiliar 
y la violencia sexual en el contexto de confinamiento, 
reformulando los mecanismos tradicionales de respuesta, 
adoptando canales alternativos de comunicación y 
fortaleciendo las redes comunitarias para ampliar los 
medios de denuncia y órdenes de protección en el marco 
del periodo de confinamiento.

El Decreto Legislativo Nº 1470 establece medidas 
para garantizar la atención y protección de las víctimas 
de violencia contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar, durante la Emergencia Sanitaria declarada 
por el COVID-19, de tal forma que la actuación de las 
y los operadores/as, en el marco de la Ley Nº 30364 
debe regirse por el respeto irrestricto de los derechos 
humanos, correspondiendo al Ministerio Público recibir 
de manera inmediata todas las denuncias, por lo cual se 
debe asegurar la habilitación de canales de comunicación 
(correos electrónicos, mensajería instantánea, teléfonos, 
celulares o cualquier otro donde quede constancia de la 
recepción de la comunicación).

Las herramientas tecnológicas (por ejemplo: correo 
electrónico, mensajería instantánea como Whatsapp, 
Telegram, entre otros), permiten enviar y recibir 
comunicaciones de manera inmediata, videos y audios 
por medio del servicio telefónico celular, siendo de uso 
masivo en muchos sectores de la población, razón por 
la cual constituyen mecanismos idóneos para recibir las 
denuncias de las víctimas de violencia; y a partir de ello 
tender puentes de conectividad entre aquellas y la autoridad 
fiscal competente, la cual procederá inmediatamente en 
ejercicio de sus funciones y con arreglo al marco jurídico 
vigente; por ello, estando a los alcances de la política 
institucional establecida por RFN 166-2019-MP-FN y la 
RFN Nº 610-2020-MP-FN, y modificatoria, es imperioso 
implementar en el Ministerio Público la “recepción de 
denuncias de violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar a través de mensajería 
instantánea y otros medios tecnológicos”.

El artículo 157 del Reglamento de Organización 
y Funciones del Ministerio Público contempla como 
atribuciones de las Presidencias de las Juntas de Fiscales 
Superiores, el ejercer funciones en sus respectivos 
distritos fiscales acorde a la política institucional que 
gobierna el Ministerio Público, planificando, organizando, 
dirigiendo y supervisando las actividades de las fiscalías 
del distrito fiscal; por tanto, es menester disponer que 
procedan a implementar inmediatamente las herramientas 
antes mencionadas, acorde a las características y 
peculiaridades de cada uno de los distritos fiscales a 
su cargo, dando cuenta de ello, tanto al despacho de la 
Fiscalía de la Nación, como a la comisión de trabajo para 
formular propuestas de instrumentos de gestión y realizar 
el seguimiento de la política institucional de abordaje de la 
“Violencia contra las Mujeres, y los Integrantes del Grupo 
Familiar”.

En tal sentido, en uso de las atribuciones conferidas 
en el artículo 64º de la Ley Orgánica del Ministerio Público 
- Decreto Legislativo Nº 52.

SE RESUELVE:

Artículo Primero.- DISPONER en los 34 distritos 
fiscales del país la “recepción de denuncias de violencia 
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contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar 
a través de mensajería instantánea y otros medios 
tecnológicos”, lo cual deberá ser ejecutado y monitoreado 
por las respectivas Presidencias de Junta de Fiscales 
Superiores.

Artículo Segundo.- AUTORIZAR a las Presidencias 
de Junta de Fiscales Superiores, emitir las disposiciones 
correspondientes para garantizar la atención de las 
denuncias que sean presentadas por estas vías; debiendo 
informar las medidas implementadas al Despacho de la 
Fiscalía de la Nación, a través de la Secretaría General.

Artículo Tercero.- DISPONER que la Gerencia 
General, conforme al presupuesto institucional, atienda 
los requerimientos necesarios que permita la ejecución de 
lo dispuesto por la presente resolución.

Artículo Cuarto.- DISPONER que la Oficina de 
Imagen Institucional, se encargue de la difusión de este 
servicio a través de la página web y redes sociales 
institucionales, de forma permanente.

Artículo Quinto.- DISPONER que la Oficina General 
de Tecnologías de la Información difunda en los medios 
informáticos de la institución la presente resolución.

Artículo Sexto.- Hacer de conocimiento la presente 
resolución a las Presidencias de las Juntas de Fiscales 
Superiores, Instituto de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses, Secretaría General de la Fiscalía de la Nación, 
Gerencia General, Oficina de Imagen Institucional, 
Gerencia de Tecnologías de la Información y a los 
integrantes de la Comisión de Trabajo para el seguimiento 
de la política institucional de abordaje de la violencia 
contra las mujeres e integrantes del grupo familiar; al 
Poder Judicial, la Policía Nacional del Perú, al Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, la Defensoría del Pueblo 
y al Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables.

Regístrese, comuníquese y publíquese.

ZORAIDA AVALOS RIVERA
Fiscal de la Nación

1867014-1

GOBIERNOS REGIONALES

GOBIERNO REGIONAL DE MOQUEGUA

Modifican el Reglamento Interno del 
Consejo Regional de Moquegua

ORDENANzA REgIONAL
Nº 005-2020-CR/gRM

Fecha : 25 de mayo de 2020

POR CUANTO:

El Pleno del Consejo Regional del Gobierno Regional 
de Moquegua, en Sesión Extraordinaria de fecha 
veinticinco de mayo del año dos mil veinte, aprobó el 
Dictamen Nº 002-2020-GRM/CRM/CE-RIC presentado 
por la Comisión Especia, sobre la modificación de la 
Ordenanza Regional Nº 001-2011-CR/GRM que aprueba 
el Reglamento Interno de Consejo Regional del Gobierno 
Regional Moquegua; y,

CONSIDERANDO:

Que, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 191º y 192º de la Constitución Política del Perú 
modificada por Ley Nº 27680 – Ley Reforma Constitucional 
del Capítulo XIV del Título IV sobre Descentralización, 
establecen respectivamente, que los Gobiernos 
Regionales tienen autonomía política, económica y 
administrativa en los asuntos de su competencia y que 
son competentes para aprobar su organización interna y 
su presupuesto;

Que, en concordancia con la Ley Nº 27783, Ley 
de Bases de la Descentralización, así con la Ley Nº 
27867, Ley Orgánica de Gobiernos Regionales y sus 
modificatorias, Ley Nº 27902, Ley Nº 28013, Ley Nº 
28926, Ley Nº 28961, Ley Nº 28968 y Ley Nº 29053, 
en su artículo 2º deja establecido que: “Los Gobiernos 
Regionales emanan de la voluntad popular. Son 
personas jurídicas de derecho público, con autonomía 
política, económica y administrativa en asuntos de su 
competencia, constituyendo, para su administración 
económica y financiera, un Pliego Presupuestal”;

Que, el artículo 13º de la Ley Nº 27867 Ley Orgánica de 
Gobiernos Regionales, preceptúa: “El Consejo Regional 
es el órgano normativo y fiscalizador del Gobierno 
Regional. Le corresponde las funciones y atribuciones 
que se establecen en la presente Ley y aquellas que le 
sean delegadas”;

Que, el literal e) del Artículo 15º de la Ley Nº 27867 – 
Ley Orgánica de Gobiernos Regionales, establece que son 
atribuciones del Consejo Regional, aprobar su Reglamento 
Interno, asimismo, el literal a) del referido artículo señala 
la de aprobar, modificar o derogar las normas que regulen 
o reglamenten los asuntos y materias de competencia 
y funciones del Gobierno Regional; asimismo el literal 
a) del Artículo 45º de la misma Ley Orgánica establece 
que, es función normativa y reguladora de los Gobiernos 
Regionales, se ejerce elaborando y aprobando normas de 
alcance regional;

Que, con Decreto Supremo Nº 008-2020-SA, de 
fecha 11 de marzo del 2020 se declara en Emergencia 
Sanitaria a nivel nacional por el plazo de noventa (90) días 
calendario y se dictan medidas de prevención y control del 
COVID-19.

Que, mediante Decreto Supremo Nº 044-2020- PCM 
de fecha 15 de marzo del 2020 se declara el Estado de 
Emergencia Nacional por el plazo de quince (15) días 
calendario, y se dispone el aislamiento social obligatorio 
(cuarentena), por las graves circunstancias que afectan 
la vida de la Nación a consecuencia del brote del 
COVID-19; precisado por el Decreto Supremo Nº 045-
2020-PCM y el Decreto Supremo Nº 046-2020-PCM, así 
como modificado por Decreto Supremo Nº 058-2020-
PCM, habiéndose prorrogado dicho plazo por el Decreto 
Supremo Nº 051-2020-PCM, el Decreto Supremo Nº 064-
2020-PCM, el Decreto Supremo Nº 075-2020- PCM y el 
Decreto Supremo Nº 087-2020-PCM;

Que, la declaratoria de Estado de Emergencia dictada 
por el gobierno nacional, se ha establecido una serie de 
prohibiciones a las libertades individuales, con el fin de 
evitar la propagación del coronavirus, no permitiéndose 
realizar actividades habituales durante el periodo que 
duraran las medidas excepcionales; siendo una de las 
medidas restrictivas a la libertad de tránsito y reunión, 
lo cual limita la asistencia presencial de los Consejeros 
Regionales a las Sesiones Ordinarias y Extraordinarias 
establecidas convocadas o por convocarse por el 
Consejero Delegado.

Que, el Reglamento Interno de Consejo Regional 
Moquegua, aprobado con Ordenanza Regional Nº 01-
2011-CR/GRM, no contempla la realización de manera 
virtual de las Sesiones Ordinarias y Extraordinarias de 
los órganos del Consejo Regional, como una medida 
extraordinaria para efectos que el Consejo Regional de 
Moquegua, como órgano normativo y fiscalizador no deje 
de ejercer las atribuciones y funciones establecidas por 
la Ley Orgánica de Gobiernos Regionales y permitan su 
normal, en periodos de emergencia, nacional, regional 
o local, debido a circunstancias de gravedad, caso 
fortuito y/o fuerza mayor, por ende adoptar decisiones 
trascendentales para la Región Moquegua.

Que, el artículo 38º de la Ley Nº 27867 – Ley 
Orgánica de Gobiernos Regionales, prescribe: (…) “Las 
Ordenanzas Regionales norman asuntos de carácter 
general, la organización y la administración del Gobierno 
Regional y reglamentan materias de su competencia”; 
dispositivo legal concordante con el artículo 58º del 
Reglamento Interno de Consejo Regional de Moquegua;

Que, la Comisión especial encargada de modificar el 
Reglamento Interno del Consejo Regional de Moquegua, 
mediante Dictamen Nº 002-2020-GRM/CRM/CE-RIC, de 
fecha 15 de mayo del 2020, concluyen y recomiendan la 


